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AMPARO EN REVISIÓN 307/2013.

QUEJOSO y recurrente: **********
MINISTRO PONENTE: José ramón cossÍO díaz

SECRETARIa: mireya meléndez almaraz

SUMARIO

En el juicio especial hipotecario 544/99 del índice del Juzgado Cuadragésimo Noveno de lo Civil del Distrito Federal, ********** demandó de ********** y de **********, el cumplimiento de un contrato de apertura de crédito con garantía hipotecaria. En la sentencia definitiva se acogieron, en parte, las pretensiones del banco actor y, por ende, se condenó a los codemandados al pago de diversas cantidades, con el apercibimiento de que, de no hacerse el pago en los términos indicados, se remataría el inmueble hipotecado y con su producto se haría pago al acreedor. Habiéndose resuelto el incidente de liquidación de sentencia y satisfecho el trámite de remate, el cinco de marzo de dos mil tres se declaró fincado el remate a favor de **********, quien exhibió, mediante certificado de depósito, el total del precio de la venta judicial y, en consecuencia, se le adjudicó el inmueble libre de todo gravamen, sin que se llevara a cabo la escrituración correspondiente a pesar de las múltiples gestiones realizadas por el adjudicatario, esto, debido a la negativa del juzgador sustentada en que había recursos y medios extraordinarios de defensa opuestos por los codemandados. No obstante la falta de formalización de la venta judicial, los derechos de adjudicación fueron embargados a favor de ********** y **********. El veintisiete de abril de dos mil doce, los enjuiciados promovieron Incidente no especificado de prescripción de la ejecución de la sentencia definitiva, el que fue desestimado en resolución de veintidós de mayo siguiente y cuya decisión confirmó la Quinta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. Tal fue el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto **********, en donde se negó la protección federal solicitada por **********. En contra de esa negativa de amparo, el quejoso interpuso recurso de revisión, el que fue  atraído por este Alto Tribunal mediante resolución de veintidós de mayo de dos mil trece y que es materia de esta resolución.
CUESTIONARIO

¿Realmente la juez federal declaró improcedente la pretensión de amparo?, ¿Cuándo y cómo opera la institución de la prescripción en ejecución de sentencia, a que se refiere el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal?, ¿Es válido acudir a lo prescrito en la Ley de Amparo en torno a lo que debe entenderse por “última resolución”, para dilucidar cómo opera el plazo de prescripción previsto en el referido artículo 529 del código adjetivo mencionado; así como atender a lo que, sobre ese preciso tema, ha dicho la Suprema Corte de Justicia de la Nación?; ¿En el juicio especial hipotecario de origen, ya transcurrieron los diez años previstos en el artículo 529 del código procesal mencionado, para declarar que ha prescrito el derecho del actor a ejecutar la sentencia definitiva?; ¿Los actos realizado por la parte actora, encaminados a ejecutar dicho fallo y a los que se refirió la juez de distrito, corresponden a los previstos en el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal? y ¿Existe incongruencia interna en la sentencia recurrida?  

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día once de septiembre de dos mil trece, emite la siguiente:
RESOLUCIÓN
Mediante la que se resuelve el recurso de revisión 307/2013, interpuesto por **********, contra la resolución dictada en la audiencia constitucional de diez de diciembre de dos mil doce (engrosada el dieciocho de diciembre siguiente) por la Juez Octava de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, en el expediente de amparo indirecto **********.

I. ANTECEDENTES.

1. En las constancias de autos se advierten los actos procesales relevantes que a continuación se relatan:

1.1. Mediante escrito de dos de agosto de mil novecientos noventa y nueve, **********, Integrante del ********* (en adelante **********, por conducto de sus apoderados, demandó en la vía especial hipotecaria de ********** y de **********, el cumplimiento de un contrato de apertura de crédito con garantía hipotecaria.
1.2. En auto de veinte de agosto posterior, se admitió a trámite la demanda y quedó registrada con el número ********** del índice del Juzgado Cuadragésimo Noveno de lo Civil del Distrito Federal, a quien correspondió conocer del asunto. El quince de junio de dos mil, se dictó la sentencia definitiva cuyos puntos resolutivos enseguida se reproducen:
“PRIMERO. Se declara consentida y procedente la vía especial hipotecaria intentada en la que la parte actora probó parcialmente su pretensión y la parte demandada o codemandados no justificaron sus excepciones y defensas, ni su acción reconvencional.- - - SEGUNDO. Se condena a la parte demandada o codemandados ********** y **********, a pagar a la parte actora, dentro del término de cinco días, contados a partir del día siguiente al en que cause ejecutoria esta sentencia, la cantidad de **********, que convertidas en pesos es de **********, como suerte principal, en la inteligencia que debe deducirse a dicha cantidad ********** (**********), reclamadas como prestación primera inciso o apartado d), por concepto de primas de seguro, por las razones expuestas en el considerando IV de esta sentencia. - - - TERCERO. Se condena a la parte demandada, el pagar a la parte actora, las prestaciones que a continuación se describen, las que se cuantificarán en ejecución de sentencia: a) Los intereses ordinarios y moratorios pactados en **********, con su correspondiente impuesto al valor agregado, desde el día treinta de noviembre de mil novecientos noventa y ocho y hasta la total solución del adeudo y b) Los gastos y costas del juicio. - - - CUARTO. Se absuelve a la parte demandada y codemandados en el principal del pago de las primas del seguro reclamados como prestación primera inciso o apartado d). - - - QUINTO. Se declara infundada e improcedente la acción de nulidad ejercitada en la reconvención planteada, y se absuelve a la parte actora en el principal de las prestaciones que le fueron reclamadas.- - - SEXTO. De no hacerse el pago en los términos indicados, sáquese a remate el inmueble hipotecado y con su producto hágase pago al acreedor.- - - SÉPTIMO. Notifíquese”.

1.3 Una vez que causó ejecutoria la sentencia definitiva
, el veintidós de febrero de dos mil uno, el apoderado legal de ********** solicitó hacer el trance y remate del bien inmueble hipotecado
. 

1.4 El dieciséis de marzo siguiente, dicho apoderado solicitó la apertura del incidente de liquidación de sentencia, con el que se dio vista a los enjuiciados, quienes la desahogaron en sus términos. La incidencia de mérito se resolvió el veintisiete de abril del mismo año, en el sentido de aprobar, en parte, la planilla presentada sobre la cuantificación de los intereses ordinarios y moratorios, así como el monto líquido del impuesto al valor agregado, decisión que fue confirmada en segunda instancia
.
1.5 Al haber transcurrido en exceso el plazo para que la demandada realizara el pago correspondiente, la actora solicitó al juez del conocimiento señalar día y hora para la celebración de la audiencia de remate en primera almoneda pública, la que tuvo verificativo el cinco de marzo de dos mil tres, en donde, después de realizarse la puja entre los postores que acudieron a la convocatoria, se declaró fincado el remate a favor de **********, por la cantidad de **********, quien el diez de marzo siguiente exhibió, mediante certificado de depósito, el total del precio de la venta judicial; de ahí que el trece del mismo mes y año, se aprobó el remate y se le adjudicó el inmueble libre de todo gravamen. Posteriormente, en reiteradas ocasiones, el adjudicatario solicitó poner los autos a disposición del Notario Público designado para tirar la escritura pública correspondiente, sin obtener respuesta favorable a sus peticiones en atención al estado procesal que guardaban los autos.
1.6 Mediante oficio ********** de veintidós de noviembre de dos mil siete, el Juez Interino Décimo Primero de lo Civil del Distrito Federal, en cumplimiento a lo ordenado en proveído de trece de noviembre de dos mil siete, dictado en los autos del juicio ejecutivo mercantil **********, promovido en contra de ********** (adjudicatario en el juicio hipotecario), hizo del conocimiento del Juez Cuadragésimo Noveno de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, que los derechos de adjudicación del bien hipotecado fueron embargados a favor de **********, a quienes (por auto de tres de marzo de dos mil ocho) se les tuvo por acreditado su interés procesal para promover como terceras en el juicio hipotecario.
1.7 El veintisiete de abril de dos mil doce, los codemandados en dicho juicio hipotecario promovieron Incidente no especificado de prescripción de la ejecución de la sentencia definitiva, mismo que fue desestimado por resolución de veintidós de mayo siguiente y cuya decisión fue confirmada por la Quinta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal el quince de agosto de dos mil doce. Tal fue el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto **********.

II. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO
2 Demanda. ********** demandó el amparo y protección de la Justicia Federal, mediante escrito presentado el siete de septiembre de dos mil doce ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, contra los actos de las autoridades que a continuación se indican:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

Ordenadora:

· Quinta Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Ejecutora:

· Juez Cuadragésimo Noveno de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

ACTO RECLAMADO:

· La resolución de quince de agosto de dos mil doce dictada en el toca **********.

3 El quejoso señaló como derechos constitucionales violados en su perjuicio, los prescritos en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales; narró los antecedentes del acto reclamado y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes
.
4 Trámite del juicio de amparo y audiencia constitucional. Por acuerdo de once de septiembre de dos mil doce, la titular del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, a quien por turno correspondió conocer del asunto, admitió la demanda de amparo, la registró con el número **********
, ordenó dar vista al Agente del Ministerio Público Federal de la adscripción y solicitó a las autoridades responsables rendir sus respectivos informes justificados. Por otra parte, fijó día y hora para la celebración de la audiencia constitucional, la que tuvo verificativo el diez de diciembre de dos mil doce
 y acto seguido dictó la sentencia respectiva, en donde se resolvió negar el amparo.
5 Interposición y trámite del recurso de revisión. En contra de esa resolución, el quejoso interpuso el recurso de revisión del que conoció el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, donde se admitió por proveído de nueve de enero de dos mil trece y quedó registrado con el número R.C. **********.

6 Facultad de atracción. Mediante escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiocho de enero de dos mil trece, ********** solicitó a este Alto Tribunal ejercer la facultad de atracción del amparo en revisión **********, del índice del Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

7 En sesión de veintidós de mayo de dos mil trece, esta Primera Sala resolvió atraer el amparo en revisión ********** para su conocimiento; en consecuencia, por auto de dieciocho de junio posterior,  la Suprema Corte de Justicia de la Nación se avocó al conocimiento del recurso de revisión, ordenó turnar el asunto al Ministro José Ramón Cossío Díaz para la elaboración del proyecto correspondiente y, por ende, su radicación a la Sala a la que se encuentra adscrito.

8 En auto de veinticinco de junio de dos mil trece el Ministro Presidente de esta Primera Sala radicó el asunto y ordenó el envío de los autos al Ministro designado para la elaboración del proyecto respectivo.
III. COMPETENCIA
9 Toda vez que la demanda de garantías fue presentada con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, el presente recurso de revisión será resuelto de conformidad con las disposiciones contenidas en la Ley de Amparo abrogada, esto, en términos de lo dispuesto en el artículo Tercero Transitorio de la nueva ley.
10 Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los artículos 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo abrogada; y 21, fracción II,  inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como los puntos Primero, Segundo, fracción III, y Tercero, del Acuerdo General Plenario 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal y publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintiuno de mayo de dos mil trece; toda vez que el recurso de revisión se interpuso en contra de la sentencia dictada en la audiencia constitucional del juicio de amparo **********, en el que se reclamó la resolución de segunda instancia, dictada en el Incidente no especificado de prescripción de la ejecución de la sentencia definitiva dictada en el juicio especial hipotecario.
IV. OPORTUNIDAD Y LEGITIMACIÓN

11 El recurso de revisión fue interpuesto oportunamente, en atención a que el quejoso manifestó haber sido notificado de la sentencia recurrida el diecinueve de diciembre de dos mil doce
, por lo que, al haber surtido sus efectos esa notificación el veinte siguiente, el plazo de diez días transcurrió del veintiuno de diciembre de dos mil doce al siete de enero de dos mil trece, y el recurso se presentó el cuatro de enero ante la oficialía de partes del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, de ahí que su presentación se hizo en tiempo.
12 El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que se trata del quejoso que vio desestimada su pretensión de amparo.
V. PROCEDENCIA

13 El recurso de revisión es procedente, en términos del artículo 83, fracción IV, de la Ley de Amparo abrogada, en virtud de que se hace valer en contra de la sentencia dictada por la Juez Octava de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal en la audiencia constitucional del juicio de amparo indirecto **********.
VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS

14 Elementos necesarios para resolver el asunto. A continuación se sintetizan los conceptos de violación, la sentencia recurrida y los agravios expresados en su contra.

15 Conceptos de violación. En sus conceptos de violación, el quejoso adujo la violación a los derechos prescritos en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales, por las razones que a continuación se sintetizan: 

15.1 PRIMERO. Es ilegal y antijurídica la decisión emitida por la sala responsable en el sentido de que el período de ejecución de sentencia transcurrió del trece de julio de dos mil (fecha en que concluyó el plazo de cinco días concedidos a los demandados para hacer el pago de lo sentenciado) al trece de marzo de dos mil tres, cuando fue aprobado el remate y con el cual concluyó la etapa de ejecución de sentencia. La ilegalidad de esa decisión se produce por las razones siguientes:

a) El tribunal de alzada llevó a cabo una indebida interpretación del artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, pues no es lo mismo “resolución definitiva” que “última resolución”, en el entendido de que por última resolución debe entenderse aquella en la que se aprueba o reconoce de manera expresa o tácita el cumplimiento total del fallo definitivo o se declara la imposibilidad para darle cumplimiento, en cambio la resolución definitiva que aprueba o desaprueba el remate decide únicamente un procedimiento específico con la que, según sea el caso, puede darse cumplimiento a la totalidad de lo sentenciado o solamente a una parte. Al respecto, puede ser que, además de ser condenado a pagar cierta cantidad de dinero, el reo deba también realizar otros actos. En esas circunstancias, la sala responsable aplicó inexactamente el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, pues no puede considerarse que la última resolución que pone fin al procedimiento de ejecución de sentencia es la que aprueba o desaprueba el remate.
b) La autoridad de segundo grado incurrió en una indebida interpretación del artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, ya que no es posible determinar el cumplimiento de una sentencia cuando todavía no se realiza el pago de lo adeudado, pues si bien el remate ya se aprobó lo definitivo es que ello no implica que el adeudo se haya cubierto, de manera que, si el inmueble no se ha escriturado a favor del adjudicatario; en tal virtud, la propiedad de ese bien no ha entrado a su esfera jurídica, lo que lleva a deducir que aún no se ha ejecutado en su totalidad la sentencia definitiva. 

c) Los actos posteriores a la adjudicación del inmueble deben impugnarse en amparo hasta que se dicte la última resolución del procedimiento de ejecución de sentencia, la cual no puede ser otra que aquella en la que se aprueba o reconoce de manera expresa o tácita el cumplimiento total de la sentencia o la que declara la imposibilidad jurídica para darle cumplimiento; de ahí que la resolución que aprueba el remate a favor del adjudicatario no necesariamente es la que da por terminado el mismo.
d) Desde el trece de julio de dos mil (fecha en que concluyó el plazo de cinco días concedidos a los demandados para hacer pago al actor de las prestaciones a las que fueron condenados) hasta la fecha en que se presentó el incidente no especificado de prescripción negativa de la sentencia definitiva (veintisiete de abril de dos mil doce) han transcurrido en exceso los diez años que contempla el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; de ahí que deba declararse la prescripción negativa.

15.2 SEGUNDO. No existe equidad y justicia en la sentencia reclamada, pues los términos en que la sala responsable efectúa el cómputo para la prescripción burlan la esperanza que se había concebido por el legislador al crear la institución jurídica de la prescripción en ejecución de sentencia, es decir, de atender a la interpretación efectuada por el tribunal de alzada, se volvería inexistente tal institución durante el proceso de ejecución del fallo definitivo. En el caso, el actor no “pidió” que la sentencia definitiva causara ejecutoria, por lo que se ha actualizado el supuesto prescrito en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, sobre lo cual debe atenderse a la literalidad de dicha disposición, cuyo contenido impide sostener, como lo hace la autoridad responsable, que la circunstancia de que la acción prescriba en diez años no implica que dicha ejecución deba lograrse  forzosamente en ese plazo, antes bien, de su contenido literal y sin hacer distingo alguno, únicamente se aprecia que la acción para pedir ejecución de sentencia prescribe en diez años contados a partir del día siguiente a que venció el plazo para dar cumplimiento a lo condenado, siendo también incorrecta la aseveración de que el plazo de prescripción se genera nuevamente a partir de la última promoción en que se da trámite a la ejecución de la sentencia, pues tales actos intermedios tienen como único efecto interrumpir la prescripción, no suspenderla y puede volver a transcurrir el plazo si el juicio es abandonado. Al efecto, el quejoso invocó el artículo 1042 del Código de Comercio y alega que los criterios invocados por la sala responsable no son obligatorios o vinculatorios ni deben aplicarse al caso específico.
16 Sentencia recurrida. En respuesta a tales conceptos de violación, la Juez de Distrito emitió las consideraciones que a continuación se sintetizan:
16.1 
Los motivos de inconformidad son infundados, en una parte, e inoperantes en otra. Al contrario de lo que indica el quejoso, fue correcta la decisión de la autoridad responsable al considerar que, con la resolución del trece de marzo de dos mil tres –que aprobó el remate– concluyó la ejecución de la sentencia, pues ésta corresponde a la última resolución dictada en esa etapa, según lo prescribe el artículo 114, fracción III, de la Ley de Amparo; de ahí que, si a esa fecha aún no transcurría el plazo de diez años previsto en el artículo 529 del código adjetivo civil local, no había razón fundada para declarar la prescripción. Al respecto, la juez federal explicó el contenido del artículo 114, fracción III, de la Ley de Amparo y la interpretación que ha dado esta Suprema Corte de Justicia a la locución “última resolución”
.

16.2 
Sobre la base de esas consideraciones, la juez federal concluyó que, en el caso concreto, no operó la prescripción negativa de la sentencia ejecutoria, porque si bien desde que se ejerció la acción de ejecución de sentencia a la fecha de presentación del incidente de prescripción ha transcurrido un plazo mayor a diez años, sin que tal ejecución haya culminado, ello no significa que operó la prescripción negativa, en virtud de que los actos realizados en el juicio de origen para ejecutar la sentencia definitiva, resultan aptos para interrumpirla.

16.3 
Una vez aclarado que el derecho para solicitar la ejecución de la sentencia no es objeto de preclusión sino de prescripción, porque se trata de un derecho reconocido en sentencia firme que constituye cosa juzgada y habiendo explicado que son cuestiones distintas la acción o derecho para pedir la ejecución de una sentencia y otra, la realización de cada uno de los actos para cumplimentarla, la juez de amparo sostuvo que el plazo de diez años que prevé el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se refiere únicamente al plazo con el que cuenta el actor para ejercer la acción de ejecución de sentencia, pero no se trata del término con que se cuenta para culminar con ese proceso, es decir, el plazo en cita es para ejercer la acción de ejecución de sentencia en los términos y etapas que comprende, sin que exista un tiempo límite de diez años para culminarla, dado que el derecho a la tutela jurisdiccional establecido en el artículo 17 Constitucional no es ilimitado, sino restringido, en aras de garantizar la seguridad jurídica de los justiciables; de ahí que, lo que sanciona el artículo 529 del código procesal civil para el Distrito Federal es la pasividad de quien tiene declarado un derecho a su favor y no acciona, en el tiempo previsto en la ley, la ejecución de la sentencia que lo declaró, con la salvedad de que, en el caso particular, se aprecia que ********** solicitó la ejecución de lo sentenciado dentro del plazo mencionado y no ha dejado de actuar para lograr la ejecución de la sentencia
.

16.4 
Según la juez de Distrito, lo que marca el inicio del tiempo necesario para la prescripción es la naturaleza de la obligación impuesta en la condena, así que si la ejecución inició dentro del plazo de diez años, tal acción no puede ya prescribir; no obstante que en el procedimiento de ejecución haya transcurrido el citado término o más de éste sin que se haya cumplimentado la sentencia, pues esa situación, además de que implicaría hacer nugatorio un derecho ejercido oportunamente, ocasionaría la creación de una nueva norma, como lo sería la de establecer otro plazo para la conclusión del citado procedimiento de ejecución de sentencia, dado que una cosa es que la acción para pedir la ejecución de una sentencia dure diez años, y otra, pretender que ese fallo se ejecute ineludiblemente en tal lapso; aspecto este último, que contrariamente a lo que afirma el quejoso, no aparece reglamentado en el ordenamiento legal citado.

16.5 
En ese sentido, basta con que la acción de ejecución de sentencia se intente dentro del lapso de diez años para que se evite su consumación, con independencia del tiempo que tome al ejecutante lograr la materialización de lo juzgado, ya que, cuando éste ha obrado con diligencia para mantener incólume su derecho, por haber intentado dentro del plazo de diez años su acción para pedir la ejecución del fallo y, por causas ajenas a él, no puede lograrse la materialización de la ejecución, como ha sucedido en la especie que, merced a la interposición de recursos y medios de defensa en la referida fase de ejecución, no ha quedado cumplimentada, no puede privársele de sus derechos de ejecución que son imprescriptibles hasta una vez que se logre totalmente lo sentenciado y condenado, lo cual es conforme al derecho fundamental consagrado por el artículo 17 Constitucional, relativo a que las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que garanticen la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

16.6 
Incluso, de estimar lo que propone el impetrante de garantías, en el sentido de que el espíritu del citado ordenamiento legal es proteger al condenado y no dejar al arbitrio del acreedor el tiempo para que ejecute la sentencia, y dejar pasar el tiempo; entonces bastaría que el ejecutado de manera deliberada obstaculizara el procedimiento de ejecución de sentencia, con la finalidad de que, una vez transcurrido el plazo de diez años se tornara inejecutable, lo cual no es acorde a los principios constitucionales citados anteriormente, máxime que en el presente caso, el bien inmueble hipotecado ya fue adjudicado a las terceras perjudicadas quienes, al contrario de lo que dice el quejoso, sí son las propietarias del mismo, aún y cuando no se haya tirado la escritura correspondiente
.   

16.7 
Finalmente, en la sentencia impugnada se desestimaron, por inoperantes, las alegaciones relativas a que la sala responsable no se ocupó de analizar todo lo expuesto en vía de agravios, pues a nada práctico conduciría que se concediera el amparo para que el tribunal ad quem diera respuesta a todos los argumentos sometidos ante su potestad, ya que no arribaría a otra conclusión diferente a la que se adoptó en la sentencia reclamada; esto es, la “improcedencia” de la prescripción de la sentencia ejecutoria.

17 Agravios. En contra de lo así resuelto, la recurrente formuló los motivos de agravio que ahora se sintetizan:

17.1 
La sentencia recurrida le causa agravios porque la juez de distrito declaró “improcedente” su demanda de amparo.

17.2 
La decisión adoptada es incongruente con lo previsto en artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, y transgrede los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo pues, al contrario de lo resuelto por la juez federal, en el caso, se ha agotado el plazo de diez años para que opere la prescripción de la ejecución de la sentencia, ya que éste inició desde el trece de julio de dos mil, de manera que, hasta el momento de presentación del incidente no especificado de prescripción negativa (veintisiete de abril de dos mil doce) transcurrió más de una década.

17.3 
Al respecto, dice el recurrente, debe partirse de la base de que en términos del artículo 114, fracción III, de la Ley de Amparo se entiende como última resolución aquella en la que se aprueba o reconoce el cumplimiento total de la sentencia o la que declara la imposibilidad jurídica para darle cumplimiento, esto, porque aun después de haberse aprobado el remate, pueden existir actuaciones que también forman parte de la ejecución de sentencia.
17.4 
En esas circunstancias, el recurrente considera inexacta la conclusión a que arribó la juez de amparo, pues la última resolución no es la que aprueba el remate, sino la que declara cumplido el fallo o declara la imposibilidad jurídica para cumplirlo y que, además, debe declararse expresamente por la autoridad jurisdiccional al momento en que de manera material y jurídica se ha dado cumplimiento total al fallo definitivo; lo que en el caso concreto no se ha realizado, pues si bien se aprobó el remate, lo definitivo es que no se ha escriturado el inmueble a favor del adjudicatario ni éste tiene la posesión material del inmueble. 
17.5 
Aun en el supuesto de considerar que, en el caso justiciable, se han agotado las etapas para la ejecución  de sentencia, no debe soslayarse que es obligación de la autoridad jurisdiccional dictar la resolución mediante la cual declare que se ha finalizado con la ejecución de sentencia y así estar en la posibilidad jurídica de promover la demanda de amparo en contra de esa última resolución, pues de no ser así, se estaría en la incertidumbre de saber si el impetrante de garantías se encuentra dentro del plazo para promover el amparo indirecto según lo prescrito por el artículo 114, fracción III, de la Ley de Amparo. 

17.6 
Según la inconforme, la autoridad federal aplicó de manera imprecisa e incongruente el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal, en franca transgresión a los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo pues, contrariamente a lo resuelto en la sentencia de amparo, la actora no realizó gestiones que se encontraran dentro de los supuestos preceptuados en el artículo 1168 del referido código civil, relativos a los casos en que se interrumpe la prescripción negativa. Esto es así porque, según lo dicho por la juez federal, las actuaciones emprendidas por el actor fueron tendentes a impulsar el procedimiento de ejecución de sentencia; sin embargo, tales actuaciones no son aptas para detener la prescripción negativa de acuerdo con lo ordenado por el artículo en cita, en el entendido de que ninguna de ellas encuadra en alguno de los supuestos que ahí se describen, de manera que si bien la actora inició e impulsó el procedimiento de ejecución, ello no implica que se haya suspendido la prescripción negativa.
17.7 
Al contrario de lo que manifiesta la juez federal, los recursos que hizo valer el demandado durante el procedimiento de ejecución de sentencia, no podrían obstaculizar de manera alguna dicho procedimiento, toda vez que ninguno de ellos ha suspendido la ejecución de la sentencia definitiva, por lo que el quejoso no ha prolongado en forma alguna su trámite, en todo caso quien podría dilatar la ejecución de la sentencia indefinidamente es la propia actora, debido a que puede dejar pasar años antes de volver a promover cualquier cosa para evitar la prescripción, creando incertidumbre jurídica al quejoso recurrente.

17.8 La sentencia impugnada adolece de incongruencia interna, pues por un lado, resuelve que en el juicio especial hipotecario se ha dictado la última resolución que pone fin al procedimiento de ejecución de sentencia (auto de trece de marzo de dos mil tres que aprobó el remate) y, no obstante esa consideración, admitió a trámite la demanda de amparo indirecto presentada el siete de septiembre de dos mil doce, contra la resolución dictada en el incidente de prescripción, cuando dicho juicio de garantías procede solamente contra la última resolución dictada en ejecución de sentencia. Así, desde el punto de vista del recurrente, la manera de proceder de la juez de distrito pone en evidencia el razonamiento inexacto en las consideraciones expresadas por dicha autoridad federal en la sentencia que ahora se revisa, pues –dice– si se considerara que la última resolución dictada en ejecución de sentencia es la que aprueba el remate, para ser congruente con su consideración, la autoridad federal tendría que haber desechado la demanda de amparo al haberse promovido de manera extemporánea. Luego, en virtud de que es inexacta la conclusión de la autoridad de amparo, lo que sí queda evidenciado es que, desde la fecha en que se inició el procedimiento de ejecución de sentencia hasta el día que se promovió el incidente de prescripción negativa han transcurrido en exceso los diez años que contempla el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, por lo que es evidente que ha prescrito el derecho del actor.  
18 Razones para atraer. En la resolución de veintidós de mayo del año en curso, esta Primera Sala resolvió atraer el recurso de revisión al estimar que el mismo reúne los requisitos de interés trascendencia ante la importancia de los temas tratados y que, en el caso, gravitan en torno a la prescripción de la ejecución de la sentencia definitiva, la forma en que opera el plazo de diez años previsto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y la necesidad de que exista o no, en la etapa de ejecución, un impulso procesal a cargo del ejecutante para interrumpir el plazo de la prescripción, esto, pues tal institución tiene como finalidad satisfacer el derecho humano de seguridad jurídica que tienen las partes que intervinieron en el juicio, tanto del actor para que esté en aptitud de conocer hasta qué momento puede hacer valer el derecho adquirido con el dictado de la sentencia definitiva, como del demandado que debe saber hasta cuándo está sujeto a las obligaciones derivadas de lo sentenciado.

19 Precisados los elementos necesarios para resolver el presente asunto, el estudio de las inconformidades planteadas por la recurrente serán analizadas a partir de las siguientes preguntas:
a) ¿Realmente la autoridad de amparo declaró improcedente la pretensión de amparo?;
b) ¿Es válido acudir a lo prescrito en la Ley de Amparo en torno a lo que debe entenderse por “última resolución” para dilucidar cómo opera el plazo de prescripción previsto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; así como atender a lo que, sobre ese preciso tema, ha dicho la Suprema Corte de Justicia de la Nación? 
c) ¿En el juicio especial hipotecario de origen, ya transcurrieron los diez años previstos en el artículo 529 del código procesal mencionado, para declarar que ha prescrito el derecho del actor a ejecutar la sentencia definitiva?

d) ¿Los actos realizados por la parte actora, encaminados a ejecutar dicho fallo y a los que se refirió la juez de distrito, corresponden a los previstos en el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal?

e) ¿Existe incongruencia interna en la sentencia recurrida?  
Al respecto, cabe precisar que, para dar respuesta a las interrogantes identificadas con los incisos b), c), d) y e), previamente se efectuará un análisis sobre lo que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicho en relación a la prescripción de la ejecución de sentencia, a partir de la pregunta: ¿Cómo y cuándo opera la institución de la prescripción en ejecución de sentencia, prevista en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal?
Primer cuestionamiento: ¿Realmente la autoridad de amparo declaró improcedente la pretensión de amparo? 
20 La pregunta así formulada atiende a que, en su escrito de agravios, el recurrente manifiesta que la juez de distrito declaró improcedente la demanda de amparo
, lo que genera una confusión de carácter terminológico que es necesario esclarecer a fin de dar respuesta puntual y congruente a cada uno de los agravios planteados, dado que en ellos se hacen valer cuestiones sobre la aplicación del artículo 114 de la Ley de Amparo (en el que se prevén los casos de procedencia del juicio de amparo indirecto) en torno al concepto “última resolución” y, por otro lado, específicamente en el último de sus agravios, el disidente alega la incongruencia interna de la sentencia impugnada, con el argumento de que, si se considerara –como lo hace la autoridad de amparo– que la última resolución dictada en la etapa de ejecución de sentencia es la que aprueba el remate, entonces, por razón de orden lógico, la demanda de amparo de la que deriva el presente recurso de revisión tendría que haberse desechado, razonamiento que involucra un tema de procedencia y que, por ende, amerita que, desde ahora, se precise cuándo es válido sostener que el juicio de amparo se ha declarado improcedente y qué acto jurídico debe realizar la autoridad de amparo en tal caso.

21 Al respecto, desde el punto de vista gramatical y aun en la tradición jurídica, la improcedencia es un concepto que se relaciona con la falta de oportunidad, fundamento o derecho de un acto jurídico, o bien, con la falta de pertinencia, admisibilidad u oportunidad de un acto o pretensión
, cuyo análisis, en el caso del juicio de amparo, es de orden público y, por ende, se hace obligatorio aun de oficio. Así pues, la Ley de Amparo abrogada, acepta en su artículo 73, la posibilidad de que los organismos jurisdiccionales –jueces de Distrito, Tribunales Unitarios de Circuito, Tribunales Colegiados de Circuito y Suprema Corte de Justicia de la Nación– rechacen de plano una demanda de amparo, cuando exista una causa de improcedencia, ante la necesidad esencial de que la solicitud de amparo se produzca en condiciones viables y, al efecto, en sus dieciocho fracciones, consigna dichas causas de manera específica, de manera que, ante la actualización de alguna de ellas, la autoridad de control constitucional ha de desechar la demanda de amparo o, para el caso de que ésta ya se encuentre admitida, sobreseer en el juicio respectivo, según lo dispuesto en el artículo 74 de la Ley de Amparo abrogada. 

22 En el presente asunto, contrariamente a lo que aduce el inconforme, la juez federal no declaró improcedente su demanda de garantías; por el contrario, sobre la base de que la petición de amparo resultaba procedente, en términos del artículo 114, fracción III, de la ley reglamentaria abrogada, al reclamarse la última resolución dictada en el incidente no especificado de prescripción negativa de la ejecución, emprendió el análisis de fondo de los conceptos de violación formulados por el quejoso pues, de haber considerado improcedente la pretensión de amparo, como afirma el recurrente que ocurrió, la consecuencia jurídica de esa decisión habría sido sobreseer en el juicio de amparo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 74 de la anterior Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, en relación con el artículo 73, fracción XVIII, y 114, fracción III, del propio ordenamiento legal abrogado.

23 En cuanto a esto, cabe precisar que, la circunstancia de que la petición de amparo sea procedente, no significa que la autoridad de amparo deba estimar fundadas las afirmaciones del quejoso. En el caso específico, a partir del estudio de los planteamientos expresados en vía de conceptos de violación, la juez de distrito concluyó que los mismos resultaron infundados e inoperantes, fundamentalmente, porque  el plazo de diez años que prevé el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se refiere únicamente al tiempo con el que cuenta el actor para ejercer la acción de ejecución de sentencia, según la naturaleza de la obligación impuesta en la condena, pero no se trata de un término con el que cuenten las partes para culminar con ese procedimiento; de ahí que –dijo– no es válido sostener que existe un tiempo límite de diez años como duración del procedimiento seguido para ejecutar lo sentenciado.
24 En tales circunstancias, dado que la autoridad federal no declaró la improcedencia de la demanda de amparo sino que, antes bien, ante su procedencia realizó el estudio de las inconformidades planteadas en la demanda de garantías, ha lugar a declarar infundados los motivos de agravio en los que el recurrente formula tales aseveraciones.
Segundo cuestionamiento: ¿Cómo y cuándo opera la institución de la prescripción en ejecución de sentencia, prescrita en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal?
25 La contestación a esa pregunta se encuentra en lo que ya esta Primera Sala explicó al resolver la contradicción de tesis **********, en cuya ejecutoria se examinó la institución de la prescripción, su diferencia con la preclusión, y la relación entre ambas y la cosa juzgada, para concluir que, la acción para ejecutar lo sentenciado corresponde a un tema de prescripción, para lo cual esta Sala analizó el contenido del artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, según se advierte en las consideraciones que enseguida se sintetizan y en donde se realizaron las siguientes aseveraciones:
25.1 La prescripción, según lo dispuesto en el artículo 1135 del Código Civil Federal
, es un medio de adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones establecidas por la ley. La adquisición de bienes se llama prescripción positiva o usucapión y la liberación de obligaciones, por no exigirse su cumplimiento, se denomina prescripción negativa.
25.2 La prescripción negativa se ha establecido en la mayoría de los sistemas jurídicos para evitar que, por el no ejercicio de los derechos, exista la incertidumbre de su efectividad en las personas que están obligadas. En esa virtud, a los derechos de contenido patrimonial, principalmente, se les ha fijado un término para su ejercicio, transcurrido el cual, el deudor puede excepcionarse válidamente y sin responsabilidad de cumplir con la obligación a su cargo.

25.3 El único derecho adjetivo susceptible de prescribir es el de la acción, pues si bien otros derechos procesales distintos pueden extinguirse por su no ejercicio oportuno, ello ocurre por la actualización de otra institución conocida como la preclusión. Es en esa parte que radica una de las diferencias fundamentales entre la prescripción y la preclusión, pues mientras la primera se refiere a la extinción o pérdida de la "acción", entendida ésta como la facultad que corresponde a todo ciudadano de obtener la intervención del Estado para hacer efectivas las relaciones jurídicas concretas, la segunda encuentra su fundamento en los principios de economía procesal y de seguridad jurídica y opera, únicamente, respecto de los derechos de carácter procesal que la ley concede a las partes dentro de las diferentes fases procedimentales.

25.4 Según la doctrina, el respeto a la preclusión procesal tiene la finalidad de llevar un orden en el procedimiento y una sujeción a términos para evitar que no pueda arribarse a su conclusión y cuya actualización, según el criterio acogido por este Máximo Tribunal en diversas tesis
, se presenta en los siguientes supuestos.

a) Por no haberse observado el orden señalado por la ley para su ejercicio, como los términos perentorios o la sucesión legal de las actuaciones o de las excepciones;

b)  Por haberse realizado un acto incompatible con el ejercicio de la facultad, como la proposición de una excepción incompatible con otra, o la realización de un acto incompatible con la intención de impugnar una sentencia; y

c) Por haberse ejercitado ya una vez válidamente la facultad (consumación propiamente dicha). 

25.5 Entonces, la preclusión es uno de los principios que rigen el proceso civil, el cual está representado por el hecho de que las diversas etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva, mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, con el impedimento de regresar a etapas y momentos procesales ya extinguidos y consumados; esto es, en virtud del principio de la preclusión, extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá ejercerse nuevamente, de manera que tal institución tiende a regular el desarrollo de la relación procesal, le otorga precisión y firmeza para hacer posible la declaración definitiva de los derechos y para garantizar su exacto cumplimiento, pues se parte del supuesto de que el desarrollo del proceso debe estar sometido a un orden, lo que supone, a su vez, que el mismo esté dividido en etapas previamente definidas y si las partes no cumplen con la carga de hacer valer su derecho dentro del plazo que para tal efecto dispone la ley adjetiva, pierden la oportunidad para ejercerlo posteriormente, o bien, cuando las partes llevan a cabo una actividad que sea incompatible con el ejercicio de otra, o bien, cuando esa facultad se ha ejercido previamente, supuestos en los cuales ya no existe la posibilidad de hacer valer el derecho al existir cosa juzgada, de manera que el concepto de preclusión está íntimamente ligado con los aspectos temporales del proceso. 

25.6 En cuanto a la distinción entre la preclusión y la caducidad, ambas instituciones tienen la misma naturaleza y esencia, la única diferencia que se presenta entre ellas es de grado, ya que la caducidad podría considerarse como una preclusión máxima. Por lo anterior, si la preclusión se refiere a la pérdida de un derecho procesal, la caducidad es la pérdida de todos los derechos procesales por la inactividad de las partes, inactividad total y bilateral, una vez que transcurre determinado plazo que la ley señala. La caducidad no produce la pérdida de los derechos de fondo, es decir, que la cuestión planteada puede replantearse en un proceso ulterior y distinto, sin perjuicio del transcurso de los plazos de prescripción.

25.7 En lo atinente a la relación que existe entre la cosa juzgada y la preclusión, se dejó en claro que la cosa juzgada tiende a desarrollar sus efectos fuera del proceso, porque el bien reconocido por la sentencia debe valer precisamente, como tal, fuera del proceso, es decir, “en el comercio de la vida”; en tanto que la preclusión no rebasa los límites de la relación procesal en que los mismos efectos se producen. Luego, el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal
, al prever el plazo que dura la acción para solicitar la ejecución de una sentencia, se refiere a un plazo de prescripción, mismo que empieza a contar a partir del día en que haya vencido el término judicial para el cumplimiento voluntario, de manera que la ley dejó al vencedor en libertad para elegir el momento, dentro de esos diez años, para ejercitar la acción a través de la ejecución de la sentencia, sea que su contenido sea líquido o ilíquido.

25.8 Son cuestiones distintas la acción o derecho para pedir la ejecución de una sentencia, la cual, en términos del artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, dura diez años, y otra, la realización de cada uno de los actos para cumplimentar la sentencia una vez iniciada la ejecución relativa, es decir, formada la sección de ejecución, todos los actos que tengan relación con la misma, para hacer efectiva la sentencia, se encuentran sujetos a los términos establecidos en el ordenamiento civil adjetivo, pues no es dable jurídicamente permitir que el litigio se eternice, una vez iniciada, previa solicitud, su ejecución; por tanto, conforme al rito procesal, cada acto debe celebrarse dentro del término fijado que le es propio y ante la ausencia de alguno en específico debe estarse a las reglas generales que el aludido ordenamiento legal señale. En este sentido, puede decirse que la preclusión únicamente se actualiza en relación con la diversidad de actos meramente procesales que realizan las partes y no en relación con los derechos derivados de la sentencia, como el que se ejercita al pretender hacer cumplir una ejecutoria, en tanto que la única institución jurídica que comprende la pérdida del derecho para pedir la ejecución de una sentencia, no es otra sino la prescripción, en términos de lo dispuesto en el multicitado artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, pues se toma en cuenta que la naturaleza jurídica del crédito de la parte vencedora emana de una sentencia y desde ese momento ingresa jurídicamente a su patrimonio; derecho que debe ser tutelado por el Estado y la acción para pedir la ejecución de ese derecho se extinguirá si transcurrido el plazo de diez años no se ejerce la acción correspondiente.
26 Sobre las consideraciones que han quedado sintetizadas, es necesario mencionar que, una de las afirmaciones que, óbiter dicta, entonces se emitieron en la ejecutoria que ha quedado sintetizada, fue la relativa a que “el único derecho adjetivo susceptible de prescribir es el de la acción”.  
27 En cuanto a ese tópico debe aclararse que, en cuanto a la naturaleza del derecho a ejecutar lo sentenciado en un proceso jurisdiccional, esta Primera Sala –con una diferente integración– emitió con posterioridad, una consideración diferente a la que se ha mencionado. 
28 Ciertamente, al resolver la contradicción de tesis ********** en sesión de veintisiete de octubre de dos mil diez
, esta Sala sostuvo que el término para solicitar la ejecución de una sentencia constituye un derecho de naturaleza sustantiva
, que consiste en el derecho a obtener lo reconocido en sentencia firme, en cuya afirmación se advierte implícito el abandono de la anterior afirmación, en el sentido de que tal derecho era de naturaleza adjetiva. El cambio apuntado, se considera acertado, pues si se parte de la premisa establecida por esta misma Sala, en el sentido de que la cosa juzgada de que se encuentra dotada la sentencia definitiva no solamente opera al interior del proceso, sino que trasciende al exterior, esto es, “en el comercio de la vida”, no es válido considerar que se trate de un derecho adjetivo o procesal, antes bien, la facultad de exigir la ejecución de lo sentenciado en un proceso jurisdiccional es un verdadero derecho sustantivo, dado que se trata de una facultad de exigencia, constituye un “derecho dirigido a exigir o a reclamar de otra persona una conducta positiva o negativa, es decir, un hacer o un omitir”
. 
29 Esta facultad de exigencia, permite a su titular (beneficiario de la condena) dirigirse a otra persona (condenado) y reclamar de ella la acción u omisión que haya sido materia de la decisión judicial, pues la condena, en sentido civil, es siempre una conducta que el ejecutado debe realizar y que el ejecutante puede recibir (exista una correlación entre derecho-deber). Se comprende así que el derecho de ejecutar la sentencia puede derivar lo mismo de un derecho absoluto o real que de un derecho relativo o personal; esto es así porque, con el acogimiento de sus pretensiones, el beneficiario de la condena habrá obtenido un título nuevo (diferente del que fue materia del juicio): la sentencia, y comenzará para él una nueva prescripción, la de la actio judicatti, es decir, la de la acción dirigida a pedir la ejecución de la sentencia, en donde, a guisa de ejemplo, la restitución de la cosa poseída por el poseedor non dominus frente a la reclamación del propietario es una condena debida exactamente igual que el pago de una deuda.

30 En esas circunstancias, de acuerdo con lo hasta aquí dicho, se obtienen las conclusiones siguientes, útiles para la resolución de este asunto:

· El derecho para solicitar la ejecución de la sentencia dictada en un proceso judicial constituye un derecho de naturaleza sustantiva, pues se traduce en el derecho a accionar la maquinaria judicial a fin de obtener lo reconocido en sentencia firme.

· Si bien hay derechos procesales que pueden extinguirse por su no ejercicio oportuno, ello ocurre por la actualización de alguna otra institución como la preclusión o la caducidad.

· El artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se refiere al plazo que dura la acción para solicitar la ejecución de una sentencia, es decir, se refiere a un plazo de prescripción, que empieza a contar a partir del día en que haya vencido el plazo judicial para el cumplimiento voluntario, de manera que la ley dejó al vencedor en libertad para elegir el momento, dentro de esos diez años, para ejercitar la acción a través de la ejecución de la sentencia, sea que su contenido sea líquido o ilíquido.

· Son cuestiones distintas la acción o derecho para pedir la ejecución de una sentencia y la realización de cada uno de los actos para cumplimentar la sentencia una vez iniciada la ejecución relativa, pues mientras la primera debe ejercerse dentro del plazo de diez años (en el caso del artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal) la segunda no tiene un plazo para su conclusión, es decir, formada la sección de ejecución, todos los actos que tengan relación con la misma, se encuentran sujetos a los términos establecidos en el ordenamiento adjetivo aplicable al caso específico.

31 Una vez sentadas las premisas anteriores, debe quedar claro que el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se refiere al plazo con el que cuenta el beneficiario del fallo definitivo dictado en un proceso jurisdiccional para ejercer su derecho a ejecutar la sentencia definitiva, en el entendido de que los diez años ahí prescritos no guardan relación alguna con el plazo con el que cuentan las partes y el propio juzgador para culminar con ese procedimiento ejecutivo pues, una vez interrumpido el término al que se hace referencia e iniciada la fase de ejecución, ésta se sujeta a los plazos legales previstos en la ley procesal, cuya inobservancia puede dar lugar, en todo caso, a la actualización de la preclusión o de la caducidad.
32 En cuanto al plazo prescriptivo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal, el lapso de una década se interrumpe cuando ocurre alguno de los siguientes supuestos: 

I. Si el poseedor es privado de la posesión de la cosa o del goce del derecho por más de un año; 

II. Por demanda u otro cualquiera género de interpelación judicial notificada al poseedor o al deudor en su caso; 

Se considerará la prescripción como no interrumpida por la interpelación judicial, si el actor desiste de ella, o fuese desestimada su demanda; 

III. Porque la persona a cuyo favor corre la prescripción reconozca expresamente, de palabra o por escrito, o tácitamente por hechos indudables, el derecho de la persona contra quien prescribe. 

Empezará a contarse el nuevo término de la prescripción, en caso de reconocimiento de las obligaciones, desde el día en que se haga; si se renueva el documento, desde la fecha del nuevo título y si se hubiere prorrogado el plazo del cumplimiento de la obligación, desde que éste hubiere vencido.
33 En el caso de los derechos derivados de la sentencia dictada en un proceso jurisdiccional, para dilucidar en qué momento se interrumpe el tiempo de prescripción, por virtud de la demanda o interpelación judicial, es necesario atender a la naturaleza de la condena; así, cuando ésta genera una obligación de dar, la prescripción se interrumpe cuando, a petición del beneficiario de esa norma individualizada, se requiere a su contraparte del pago o la entrega de lo sentenciado, o bien, cuando la sentencia contiene una sanción que deba liquidarse en ejecución de sentencia, la prescripción se interrumpe en el momento en que se notifica a la parte condenada del trámite del incidente de liquidación correspondiente, o en su caso, si la sentencia ordenó el remate de un bien, el plazo prescriptivo deja de transcurrir cuando se hace del conocimiento del sentenciado el inicio de ese procedimiento, etcétera.
34 Entonces, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, basta con que la interpelación para lograr la ejecución de sentencia se intente o se promueva dentro del lapso de diez años para que se evite su consumación, con independencia del tiempo que tome al ejecutante lograr la materialización de lo juzgado. En el entendido de que, los criterios emitidos por este Alto Tribunal desde la Quinta Época y que no han sido interrumpidos, informan que los elementos esenciales de una interpelación son los que enseguida se relacionan: i) la presencia de la parte interpelada, en el acto de la interpelación, ii) el requerimiento de la parte interpelante por sí o debidamente representada, sobre el cumplimiento de una obligación, iii) la respuesta de la parte interpelada y iv) todo lo anterior autentificado por notario o funcionario judicial
.
35 Como consecuencia de lo anterior, si se parte de la base de que una vez iniciado el procedimiento de ejecución se interrumpe el plazo de prescripción, debe decirse que los actos que pudieran realizar las partes para impulsar el procedimiento de ejecución y llegar al dictado de una resolución definitiva en la que se cumpla lo sentenciado,  tienen el efecto de impedir que se actualice la preclusión o la caducidad del procedimiento ejecutivo, pues éste –una vez iniciado– se sujeta a los plazos y términos previstos en el ordenamiento procesal aplicable. Lo anterior, sin perjuicio de que eventualmente, vuelva a transcurrir el plazo de la prescripción cuando, por ejemplo, la pretensión formulada en la etapa ejecutiva, se declare improcedente o se desapruebe, tal como ocurre cuando se desestima un incidente de liquidación de intereses, según lo ha resuelto la Primera Sala
. 
36 Tercer cuestionamiento: ¿Es válido acudir a lo prescrito en la Ley de Amparo en torno a lo que debe entenderse por “última resolución”, para dilucidar cómo opera el plazo de prescripción previsto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; así como atender a lo que, sobre ese preciso tema, ha dicho la Suprema Corte de Justicia de la Nación?
37 A juicio de esta Primera Sala y sobre la base de las consideraciones que hasta aquí se han sentado, la respuesta a esa interrogante es negativa, en atención a que lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley de Amparo abrogada, se refiere a los casos en que procede el juicio de amparo indirecto, esto es, tal disposición prevé que el juicio de garantías debe pedirse ante el juez de Distrito cuando se promueva:
I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general;
II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo;
III. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido, en el entendido de que, si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo y que, tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben;
IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;
V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él;
VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1° de la Ley de Amparo;
VII. Contra las resoluciones del Ministerio Público que confirmen el no ejercicio o el desistimiento de la acción penal, en los términos de lo dispuesto por el párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional.
38 En atención al contenido de dicha norma, no existe razón fundada para acudir a ella para explicar cómo opera la prescripción de la ejecución de una sentencia dictada en un juicio especial o en un juicio ordinario de instancia, por dos razones fundamentales:

39 (i) Por un lado, el artículo de que se trata es aplicable al juicio de garantías previsto en los artículos 103 y 107 constitucionales y no al juicio de origen, pues en sus siete fracciones la norma explica contra qué actos de autoridad procede el amparo bi-instancial del que conoce un juez de distrito o un tribunal unitario, de manera que el juez ante el que se tramita el juicio especial u ordinario no está en posibilidad de aplicar la Ley de Amparo al resolver alguna cuestión propia de dicho procedimiento natural, ni aún en la etapa de ejecución de sentencia; 

40 (ii) Además, los supuestos de procedencia del juicio de amparo indirecto que han quedado relacionados, no guardan nexo alguno con la manera en que debe contabilizarse el plazo de prescripción para ejecutar la sentencia definitiva dictada en un proceso seguido ante un juez de instancia, pues la explicación sobre lo que debe entenderse por “última resolución” o por “resolución definitiva” (distinción que enfatiza el recurrente) no resulta útil para conocer cuándo se interrumpe el plazo de diez años previsto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, si se considera que, según se ha explicado en párrafos precedentes, el lapso al que se refiere la norma tiene que ver con el momento en que se ejerce el derecho a ejecutar la sentencia (derecho de acción o facultad de exigir), es decir, con la petición –a cargo del beneficiario de lo sentenciado– de ejecutar el fallo definitivo (de la que debe haber conocido el sentenciado), y no con el acto jurídico en que se llegue a declarar que la condena ha sido ejecutada. En ese sentido, lo trascendente en el análisis respectivo radica en conocer cuándo inicia el plazo establecido en la ley para la ejecución de lo sentenciado y si antes de su conclusión (por el mero transcurso del tiempo) se verifica algún acto, de los previstos en el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal, que lo interrumpa.
41 En esas circunstancias, tampoco es válido acudir a lo que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicho en relación a lo que debe entenderse por “última resolución” dictada en ejecución de sentencia para efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto, pues como ha quedado visto, los supuestos de procedencia del juicio de amparo contra la última resolución dictada en ejecución de sentencia no guardan relación alguna con el tema de la prescripción en ejecución de sentencia ni es válido, por ende, acudir a lo prescrito en el artículo 114, fracción III, de la Ley de Amparo o a su interpretación.

42 Por esas razones, los motivos de agravio en los que el recurrente aduce la indebida interpretación de dicha norma legal a cargo de la juez de distrito, son inoperantes, pues al margen de la validez intrínseca de las aseveraciones que la autoridad de amparo y el propio recurrente hacen sobre lo que debe entenderse por “última resolución” dictada en la fase de ejecución, lo definitivo es que tal explicación es inútil para resolver la cuestión planteada por el demandado en el juicio de origen, esto es, si en el juicio especial hipotecario ha operado la prescripción de la ejecución de la sentencia.
Cuarto cuestionamiento: ¿En el juicio especial hipotecario de origen, ya transcurrieron los diez años previstos en el artículo 529 del código procesal mencionado, para declarar que ha prescrito el derecho del actor a ejecutar la sentencia definitiva?
43 La respuesta a esa interrogante es no y, por ende, los motivos de agravio en los que la recurrente expone que ha transcurrido ese plazo resultan, inoperantes en una parte, e infundados, en otra.
44 Como punto de partida, debe considerarse que el razonamiento fundamental en la sentencia de amparo es que son cuestiones diferentes: (i) el plazo para la prescripción de la acción y (ii) el tiempo que dura el procedimiento de ejecución. Al respecto, en la sentencia impugnada se explicó que la fase ejecutiva no se encuentra limitada al plazo de una década que prescribe el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, pues dicho lapso corresponde al que se otorga al beneficiario de la condena para ejercer los derechos contenidos en la sentencia definitiva. A partir de esa proposición la juez consideró que, en el caso justiciable, no se actualizó la prescripción del derecho del actor para ejecutar lo sentenciado, en virtud de que éste fue ejercido antes de que concluyera el plazo de diez años, lo que dio lugar a desestimar la pretensión de amparo.

45 La decisión que en esos términos emitió la Juez Octava de Distrito en el Distrito Federal, en cuanto a la distinción entre el plazo de prescripción para ejecutar lo sentenciado y el tiempo de duración del procedimiento para materializar tal ejecución, no se encuentra combatida por el recurrente, lo que da lugar a dejar incólume el pronunciamiento que en tal sentido dictó la autoridad federal y genera la inoperancia de los agravios en esa parte.

46 Esto es así porque las aseveraciones del inconforme se sustentan en que el cómputo correspondiente inició a partir del trece de julio de dos mil (fecha en que venció el plazo de cinco días concedido a los demandados para llevar a cabo el cumplimiento voluntario), por lo que si al veintisiete de abril de dos mil doce (momento de presentación del incidente no especificado de prescripción negativa) aún no se había ejecutado lo sentenciado, la juez de distrito debió estimar fundado su concepto de violación en el sentido de que ha operado la prescripción de la ejecución al haber transcurrido más de una década. Sin embargo, el cálculo efectuado por el recurrente se refiere al tiempo que ha durado el procedimiento de ejecución de sentencia y no al plazo con el que contaba el actor para ejecutar la sentencia dictada en el juicio especial hipotecario de origen. Luego, si como dijo la juez federal, el tiempo que dura la fase de ejecución no guarda relación con el plazo de prescripción dispuesto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (sin que esa aseveración se encuentre combatida en agravios), es claro que el argumento del quejoso en el que insiste en identificar el plazo de prescripción con el supuesto plazo de duración de la fase ejecutiva, debe desestimarse por inoperante, pues el agravio idóneo sería aquel en el que explicara por qué sí debe haber un plazo de duración del procedimiento, su fundamento y las razones por las que, en su concepto, la duración de esa etapa ejecutiva debe regirse por la institución de la prescripción y, por ende, de lo prescrito en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.
47 Por otro lado, cabe destacar que, en la elaboración del cómputo propuesto por el agraviado, éste deja de manifestar que el banco actor ha realizado los actos necesarios para pedir la ejecución de lo sentenciado.
48 Sobre esto, debe destacarse que, tal como quedó dicho con anterioridad, para conocer qué actos debe realizar el actor para interrumpir el plazo de prescripción debe atenderse a la naturaleza de las obligaciones generadas con el dictado de la sentencia definitiva. En el caso, la condena efectuada a la  parte demandada, consistió en lo siguiente:

· Pagar a la parte actora, dentro del término de cinco días, contados a partir del día siguiente al en que causara ejecutoria la sentencia, la cantidad de **********, como suerte principal, cantidad a la que debían deducirse ********** (**********), por concepto de primas de seguro.

· El pago de las prestaciones que se cuantificarían en ejecución de sentencia, correspondientes a: 

a) Los intereses ordinarios y moratorios, con su correspondiente impuesto al valor agregado, desde el día treinta de noviembre de mil novecientos noventa y ocho y hasta la total solución del adeudo y 

b) Los gastos y costas del juicio.

· De no hacerse el pago en los términos indicados, se ordenó sacar a remate el inmueble hipotecado y con su producto hacer pago al acreedor.
49 A fin de ejecutar lo sentenciado, una vez que causó ejecutoria la sentencia definitiva
, el veintidós de febrero de dos mil uno el apoderado legal de ********** solicitó hacer el trance y remate del bien inmueble hipotecado
. Con esa petición se dio vista a los demandados, quienes la desahogaron el veintidós de marzo siguiente.

50 Además, el dieciséis de marzo de ese mismo año, el propio apoderado del banco actor solicitó la apertura del incidente de liquidación de sentencia, el que fue admitido por auto de veintidós siguiente, en donde se dio vista a los enjuiciados, quienes la desahogaron el día veintisiete siguiente. La incidencia de mérito se resolvió el veintisiete de abril del mismo año, en el sentido de aprobar, en parte, la planilla presentada sobre la cuantificación de los intereses ordinarios y moratorios, así como el monto líquido del impuesto al valor agregado, decisión que fue confirmada en segunda instancia
.
51 En lo así relacionado, consta que la institución bancaria actora sí llevó a cabo actos idóneos para interrumpir la prescripción y a los que se refiere el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal, pues las peticiones formuladas al juez de origen tanto en relación al trance y remate del bien hipotecado, como la apertura del incidente de liquidación de sentencia, constituyen interpelaciones judiciales encaminadas a ejecutar lo sentenciado, que fueron notificadas a los deudores quienes, por cierto, las desahogaron en su momento procesal oportuno. Sin que obste a lo anterior, la manifestación del recurrente en el sentido de que no se ha llevado a cabo la escrituración del bien hipotecado, pues además de que dicha formalización no formó parte de lo sentenciado, lo definitivo es que la venta judicial ya se perfeccionó y su formalización ya no está sujeta a los actos procesales que deben llevar a cabo los demandados.
52 En esas circunstancias queda contestada la quinta interrogante: ¿Los actos realizados por la parte actora, encaminados a ejecutar dicho fallo y a los que se refirió la juez de distrito, corresponden a los previstos en el artículo 1168 del Código Civil para el Distrito Federal?, en sentido afirmativo, pues debe concluirse que los actos realizados por la actora sí corresponden a una interpelación judicial.
53 Lo anterior, con independencia de que la actora haya realizado o lleve a cabo actos encaminados a impulsar el procedimiento de ejecución (ya iniciado), pues en todo caso, tales actuaciones evitan que opere la preclusión o la caducidad de los derechos procesales del actor y del demandado, pero ya no tienen que ver con el plazo de prescripción que ha quedado interrumpido, como tampoco tiene trascendencia que los recursos que hizo valer el demandado durante el procedimiento de ejecución de sentencia, no hayan obstaculizado el procedimiento de ejecución, pues como se ha dicho, lo que importa para la resolución de este asunto, es constatar que el actor ha realizado los actos idóneos para interrumpir el plazo de prescripción, lo que genera que los motivos de agravio se declaren igualmente inoperantes. 
Sexta pregunta: ¿Existe incongruencia interna en la sentencia recurrida?  

54 Finalmente, en lo que ve a la pretendida incongruencia interna de la sentencia reclamada, ésta se hizo consistir en que, por un lado el fallo impugnado resuelve que en el juicio especial hipotecario se ha dictado la última resolución que pone fin al procedimiento de ejecución de sentencia (auto de trece de marzo de dos mil tres que aprobó el remate) y, no obstante esa consideración, admitió a trámite la demanda de amparo indirecto presentada el siete de septiembre de dos mil doce, contra la resolución dictada en el incidente de prescripción, cuando dicho juicio de garantías procede solamente contra la última resolución dictada en ejecución de sentencia. Así, desde el punto de vista del recurrente, la manera de proceder de la juez de distrito pone en evidencia el razonamiento inexacto en las consideraciones expresadas por dicha autoridad federal en la sentencia que ahora se revisa, pues –dice– si se considerara que la última resolución dictada en ejecución de sentencia es la que aprueba el remate, para ser congruente con su consideración, la autoridad federal tendría que haber desechado la demanda de amparo al haberse promovido de manera extemporánea
55 Tales razonamientos son igualmente inoperantes ya que, de nueva cuenta, el agraviado sustenta sus alegaciones en lo que debe entenderse por la última resolución dictada en ejecución de sentencia, criterio que, como ya se dijo, no es útil para resolver la cuestión efectivamente planteada; además, en el mejor de los escenarios, de atender los razonamientos del inconforme, tendría que decirse que, como el propio quejoso explica en su escrito de agravios, la ejecución de la sentencia puede referirse a varios temas cada uno de los cuales puede dar lugar al dictado de una resolución definitoria, de manera que sí, por un lado, en lo que ve al tema del remate éste concluyó con la resolución que adjudicó el bien a favor de *********, es claro que la afirmación de la juez federal en el sentido de que la resolución que aprueba la adjudicación del bien rematado es la última resolución dictada en el procedimiento de remate, ello no impide que el juicio de amparo proceda en contra de la resolución recaída al incidente de preclusión, pues tal procedimiento es autónomo de aquél y amerita un estudio propio e independiente, lo que genera que no exista la incongruencia alegada por el recurrente.
VII. DECISIÓN
56 En virtud de lo anterior, ante lo infundado e inoperante de los agravios planteados, ha lugar a confirmar la sentencia impugnada que negó la protección de la justicia federal.

57 En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

RESUELVE:

PRIMERO. Se confirma la sentencia impugnada.

SEGUNDO. La justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, contra los actos de las autoridades descritas en el apartado II de esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de la presente ejecutoria, devuélvanse los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad archívese el presente toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra del voto emitido por la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

. 
Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe. 

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA
MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

PONENTE
MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.
SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA
LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.
En términos de lo previsto en los artículos 3° fracción II, 13, 14 y 18 fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadran en esos supuestos normativos. 

� Tal ejecutoriedad se declaró en el auto de cuatro de julio de dos mil (Tomo 3-3 de las constancias relativas al juicio de amparo 793/2012-III; p. 274).


� Ídem; p. 324.


� Ídem; pp. 332 a 442.


� Esto, según se advierte en las constancias que obran en las fojas 2 a 18 del cuaderno de amparo 793/2012-III.


� Ídem. fojas 20,21 y 22. 


� Ídem. foja 231.


� No queda inadvertido para esta Primera Sala que en la sentencia dictada en audiencia constitucional de diez de diciembre de dos mil doce se ordenó: “Notifíquese personalmente”, esto es, se ordenó la notificación personal a todas las partes, lo que dio lugar a que el actuario judicial adscrito al Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal levantara una razón actuarial en el sentido de que no le era posible llevar a cabo la notificación personal al quejoso, pues en auto de veintitrés de octubre de dos mil doce se ordenó que las notificaciones a esa parte le surtieran por medio de lista. En esas circunstancias, en auto de veinte de diciembre de dos mil doce, se ordenó notificar la sentencia de amparo, tanto al banco tercero perjudicado como a **********, por medio de lista; sin embargo, en el sello que aparece al reverso de dicho acuerdo consta que tal notificación solamente se hizo al tercero perjudicado, sin hacer mención alguna del peticionario del amparo; asimismo, en las listas publicadas en la página de internet: � HYPERLINK "http://www.dgepj.cjf.gob.mx/internet/acuerdo/acuerd_ini.asp" �http://www.dgepj.cjf.gob.mx/internet/acuerdo/acuerd_ini.asp�, que constituyen un hecho notorio para este Alto Tribunal, consta que la notificación solamente se hizo al tercero perjudicado, pues en la síntesis correspondiente se dice:  “VISTA LA RAZÓN DEL ACTUARIO ADSCRITO A ESTE JUZGADO, POR EL QUE MANIFIESTA SU IMPOSIBILIDAD DE NOTIFICAR AL TERCERO PERJUDICADO LA SENTENCIA DE FECHA DIECIOCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL DOCE, EN CONSECUENCIA, NOTIFÍQUESELE POR LISTA EN LA QUE: ÚNICO.- LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI PROTEGE A LA PARTE QUEJOSA”. Sin embargo, a pesar de que no aparece en autos constancia de notificación al quejoso, lo definitivo es que en su escrito de interposición del recurso de revisión, éste manifestó haber tenido conocimiento de dicha resolución, al haberle sido notificada el diecinueve de diciembre de dos mil doce, por lo que, ante tal manifestación y dado que existe una publicación del asunto en la lista de esa fecha, es a partir de entonces que se realiza el cómputo del plazo de diez días previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo abrogada.


� La juez de amparo invocó las tesis emitidas por la Segunda Sala y posteriormente el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo los números 2ª. XLIX/96 y P.LVII/9, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, la primera en el tomo número III, correspondiente al mes de junio de 1996, Pleno, Salas y Tribunales Colegiados de Circuito, consultable en las páginas 367 y 368; y la segunda Tesis publicada en el Tomo número V, correspondiente al mes de abril de mil novecientos noventa y siete, página 16, con los rubros: “AMPARO INDIRECTO. SIGNIFICADO QUE DEBE DARSE A LA EXPRESIÓN ÚLTIMA RESOLUCIÓN, A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE AMPARO, PARA EFECTOS DE SU PROCEDENCIA” y “AMPARO INDIRECTO. SIGNIFICADO DE LA EXPRESIÓN ÚLTIMA RESOLUCIÓN, A QUE SE REFIERE EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 114 DE LA LEY DE AMPARO”.


� Apoyó esas consideraciones en la tesis aislada número VI 2°C.675 C, sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, consultable en la página 2024, Tomo XXX, Julio de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: “PRESCRIPCIÓN NEGATIVA. SE INTERRUMPE CON LA PROMOCIÓN DEL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA POR LA PARTE EJECUTANTE, AL SER UNA ACTUACIÓN QUE SE ADECUA AL GÉNERO DE INTERPELACIÓN JUDICIAL”.


� En apoyo a su decisión, la autoridad de amparo invocó la tesis VI.1o.C.62 C del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, publicada en la página 1771 del tomo XIX, mayo de 2004 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, que establece: “EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN JUICIO CIVIL. EL HECHO DE QUE INICIE EL PLAZO PARA PEDIRLA NO TRAE CONSIGO EL QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE TAL ACCIÓN, AUNQUE DURANTE SU TRAMITE TRANSCURRA EL TÉRMINO DE CINCO AÑOS O UNO MAYOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA)” y la tesis III.3o.C.1 C del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, consultable en la página 443 del tomo I, junio de 1995, novena época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: “EJECUCIÓN DE SENTENCIA, ACCIÓN PARA PEDIR LA. UNA VEZ EJERCITADA YA NO OPERA LA PRESCRIPCIÓN. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO)”.


� Tales aseveraciones constan en la parte inicial de cada uno de los dos agravios, visibles en las páginas dos y siete del escrito de revisión.


� **********. Lecciones de Amparo. Porrúa, México, 1975, p. 407.


� De contenido idéntico al mismo artículo del Código Civil para el Distrito Federal, que dice: “ARTÍCULO 1135. Prescripción es un medio de adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones establecidas por la ley”.


� Esto, en las tesis sustentadas por la extinta Tercera Sala: “PRECLUSIÓN. CONCEPTO Y CASOS EN QUE OPERA ESTE PRINCIPIO EN LA LEY PROCESAL MEXICANA” (Semanario Judicial de la Federación, séptima época, volumen: 97-102, Cuarta Parte, p. 216); “PERSONALIDAD. SI EXISTE COSA JUZGADA RESPECTO DE ELLA AL HABERSE DECIDIDO EN RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA FIRME, YA NO PUEDE EXAMINARSE ESA CUESTIÓN POR EXISTIR PRECLUSIÓN” (Semanario Judicial de la Federación, séptima época, volumen: 217-228, cuarta parte. p. 246) y “PRECLUSIÓN. EXTINGUE O CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE REALIZAR UN ACTO” (Semanario Judicial de la Federación, octava época, Tomo I, Primera Parte-1, enero a junio de 1988, p. 374).


� Artículo 529. La acción para pedir la ejecución de una sentencia, transacción o convenio judiciales, durará diez años contados desde el día en que se venció el término judicial para el cumplimiento voluntario de lo juzgado y sentenciado.


� Bajo la ponencia del Ministro Zaldívar Lelo de Larrea.


� Tal aseveración se apoyó en las tesis sustentadas por la extinta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con los rubros: “PRESCRIPCIÓN ORDINARIA MERCANTIL, TRATÁNDOSE DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA” (en Semanario Judicial de la Federación, quinta época, tomo LXXXVII, p. 1000); “PRESCRIPCIÓN EN MATERIA MERCANTIL, PARA PEDIR LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA, INTERRUPCIÓN DE LA” (en Semanario Judicial de la Federación, quinta época, Tomo CII, p. 1913) y en la jurisprudencia 1a./J. 12/1997 sustentada por esta Primera Sala con el epígrafe: “PRESCRIPCIÓN CONSUMADA EN MATERIA MERCANTIL. RESULTA IMPROCEDENTE SU RENUNCIA. INAPLICACIÓN SUPLETORIA DE LAS DISPOSICIONES DE LOS CÓDIGOS CIVILES” (en Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, Tomo V, marzo de 1997, emitida al resolver la contradicción de tesis **********). 


� **********. Ensayos Jurídicos. Tomo I. España, 1ª. edición, Civitas, 2011; p. 174.


� Tesis consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tercera Sala, página 1073, cuyo rubro y texto son los siguientes: “INTERPELACIÓN, REQUISITOS PARA LA. Los elementos esenciales de una interpelación son: la presencia de la parte interpelada, en el acto de la interpelación y el requerimiento de la parte interpelante por sí o debidamente representada, sobre el cumplimiento de una obligación, así como la respuesta de la parte interpelada, todo ello autentificado por notario o funcionario judicial. Por tanto, la constancia firmada por dos testigos, de haber presenciado el acto de que el acreedor cobró al deudor, no puede considerarse como un interpelación en la que se cobra lo debido”.


� Esto en términos de la jurisprudencia 1ª. /J. 104/2001, emitida por la Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, diciembre de dos mil uno, novena época, p. 23, que dice: “INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN RELATIVA NO ESTÁ SUJETO A LA FIGURA JURÍDICA DE LA PRECLUSIÓN, SINO A LA DE PRESCRIPCIÓN (LEGISLACIÓN PARA EL DISTRITO FEDERAL). Si se toma en consideración, por un lado, que el incidente de liquidación de intereses es un acto vinculado con la ejecución de sentencia, ya que por esa vía se busca establecer en cantidad precisa y líquida una condena indeterminada y, por otro, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 529 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, la acción que se ejercita para hacer cumplir una sentencia, a través del incidente relativo, deviene del derecho reconocido en la propia sentencia firme y que constituye cosa juzgada, resulta inconcuso que no puede estimarse que en virtud de una resolución que declara improcedente o desaprueba dicho incidente, precluya el derecho del incidentista para ejercitar nuevamente la acción. Lo anterior es así, porque ello implicaría hacer nugatorio el derecho reconocido en la sentencia definitiva que causó estado, contraviniéndose la garantía constitucional que asegura la inviolabilidad de la propiedad, y se extinguiría el derecho para hacer efectiva la prestación de condena impuesta en la sentencia, lo que significa contrariar la obligatoriedad con la que está investida la cosa juzgada y la finalidad que persigue todo proceso jurisdiccional. Por tanto, el derecho para ejercitar el incidente de liquidación de intereses no puede ser objeto de la preclusión, ya que la única figura jurídica que comprende la pérdida del derecho para pedir la ejecución de una sentencia, es la prescripción, pues las acciones, a diferencia de los derechos procesales, no precluyen, sino sólo se encuentran limitadas por aquélla”.


� Tal ejecutoriedad se declaró en el auto de cuatro de julio de dos mil (Tomo 3-3 de las constancias relativas al juicio de amparo 793/2012-III; p. 274).


� Ídem; p. 324.


� Ídem; pp. 332 a 442.
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